SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°108
RADICACIÓN: 66001311800120170006901
ACCIONANTE:ANA ISABEL BEDOYA FRANCO
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 12 de octubre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que negó el amparo
Radicación Nro. :
66001311800120170006901

Accionante: 
ANA ISABEL BEDOYA FRANCO
Accionado:
COLPENSIONES
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / AUSENCIA DE ELEMENTOS PROBATORIOS / NIEGA. [A]dvierte la Colegiatura que en el expediente no reposa copia de la petición presentada por la actora ni se hizo alusión de manera específica a su contenido en el escrito de tutela; por tanto, el funcionario de instancia no tenía cómo corroborar si en efecto la accionada dio una respuesta de fondo, a menos que hubiese contactado a la señora BEDOYA FRANCO con ese propósito, pero según constancia obrante a folio 14 del expediente, solo se verificó que ella recibió efectivamente la comunicación pero no si consideraba satisfecha su solicitud. En esas condiciones, podría en principio sostenerse que no podía obrarse como lo hizo el juez de primer nivel, en tanto al omitirse por parte de la accionante la presentación de la petición o el formato de los tiempos o cotizaciones cuya corrección se pedía -mismos que al parecer corresponden a los que hizo referencia al impugnar el fallo-, no existía en realidad forma de corroborar si en efecto la respuesta entregada por COLPENSIONES era o no congruente con lo reclamado por la señora ANA ISABEL BEDOYA. Sin embargo, se presenta una situación más de fondo en el asunto, y es la siguiente: Si se observase el escrito por medio del cual se da cuenta que la accionante radicó petición ante COLPENSIONES en abril 27 de 2017
, allí se informa que entregó como anexos 11 folios, los cuales podrían corresponder a algunos de los documentos que aportó en sede de alzada -nos referimos al reporte de semanas visible a folios 21 y ss.-, pero la realidad es que a ese respecto no existe claridad alguna, toda vez que nada dijo sobre ello al momento de presentar la acción, y de proceder la Sala a conceder el amparo reclamado con fundamento en tales documentos, sería desconocer el derecho a la defensa y contradicción que le asiste a COLPENSIONES, al no habérsele dado la oportunidad de pronunciarse sobre unos elementos probatorios que al parecer desconoce.
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       SALA n°2 de asuntos penales 

        para adolescentes 
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     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, doce (12) de octubre de dos mil diecisiete (2017)

                                                                  Acta de Aprobación N° 528
                                               
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por ANA ISABEL BEDOYA frente al fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida por ella contra la Administradora Colombiana de Pensiones -en adelante COLPENSIONES-.
2.- DEMANDA 

Lo consignado en el escrito de tutela se sintetiza así: (i) en abril 27 de 2017 la actora elevó ante COLPENSIONES solicitud de corrección de historia laboral y actualización de datos, la cual quedó radicada al N° BZ2017_4241271-1078664; (ii) hasta el momento de presentar la acción dicha entidad no se había pronunciado al respecto, omisión con la cual se afectan sus derechos de petición y debido proceso, cuya protección invoca; y (iii) pide en consecuencia se ordene a esa administradora emitir una respuesta de fondo sobre su requerimiento.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió por reparto al Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de esta ciudad, despacho que la admitió y corrió traslado a la accionada -por intermedio de la Presidencia, Vicepresidencia de Operaciones, Gerencia de Defensa Judicial, Dirección de Historias Laborales, Gerencia de Defensa Judicial y Dirección de Acciones Constitucionales-, la cual se pronunció en los siguientes términos:
- El Director de Acciones Constitucionales informó que mediante oficio de junio 28 de 2017 se dio respuesta de fondo a la solicitud de abril 27 de 2017 elevada por la actora ante esa entidad, razón por la que se presenta un hecho superado por carencia actual de objeto.
3.2.- Dentro del término constitucional y legal (agosto 29 de 2017) el citado despacho profirió sentencia en la que negó el amparo invocado en consideración a que se contestó lo solicitado por la accionante.
4.- IMPUGNACIÓN

La tutelante se mostró inconforme con la determinación adoptada, y al efecto argumentó:

En septiembre de 2016 y abril 27 de 2017 solicitó a COLPENSIONES la corrección de su historia laboral, y para ello anexó prueba de la relación que existió entre ella y el empleador OCAMPO JARAMILLO, esto es, copia de certificación de cotizaciones otorgada por el extinto ISS en julio 12 de 2004.

La respuesta dada por COLPENSIONES no es coherente con lo pedido, ya que en la misma se hace alusión al SENA, institución con la que nunca ha trabajado, y hasta el momento no se ha efectuado la modificación pedida, puesto que le hacen falta aportes que le fueron debidamente descontados de su nómina, los cuales requiere para recuperar el régimen de transición y lograr acceder a su pensión de vejez, y en esa medida también se afecta su derecho a la seguridad social.
Por lo anterior, pide se revoque la decisión adoptada por la primera instancia, y en su lugar se conceda el amparo invocado, y se ordene a COLPENSIONES efectuar la actualización requerida.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia dictada por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto se negó el amparo deprecado al estimar que en el asunto se presentó un hecho superado. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso la señora ANA ISABEL BEDOYA FRANCO concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales de petición y debido proceso, los cuales estima vulnerados por parte de COLPENSIONES debido a que esa entidad no ha dado respuesta de fondo a la solicitud elevada por ella en abril 27 de 2017.
Como lo ha predicado la Corte Constitucional
 cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. –negrilla de la Sala-
La Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”.
En el evento sometido a estudio es evidente que ese término legal se superó con creces, ya que la petición elevada fue recibida por la accionada en abril 27 de 2017 y a la fecha de interposición del amparo habían pasado más de 3 meses sin que se pronunciara al respecto.

Ahora bien, de acuerdo con lo informado por el Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, en oficio de junio 28 de 2017 se contestó la solicitud elevada, y en virtud de ello el juez de primer nivel consideró satisfecha la pretensión de la acción y negó la protección invocada, aun así la tutelante al impugnar lo decidido sostiene que en dicha comunicación no se aborda el fondo de su solicitud, al punto que en la misma se hace referencia a un empleador con el que nunca ha tenido relación laboral (SENA), por lo que en manera alguna puede tenerse como una respuesta que satisfaga los presupuestos antes mencionados.
Frente a lo planteado advierte la Colegiatura que en el expediente no reposa copia de la petición presentada por la actora ni se hizo alusión de manera específica a su contenido en el escrito de tutela; por tanto, el funcionario de instancia no tenía cómo corroborar si en efecto la accionada dio una respuesta de fondo, a menos que hubiese contactado a la señora BEDOYA FRANCO con ese propósito, pero según constancia obrante a folio 14 del expediente, solo se verificó que ella recibió efectivamente la comunicación pero no si consideraba satisfecha su solicitud.
En esas condiciones, podría en principio sostenerse que no podía obrarse como lo hizo el juez de primer nivel, en tanto al omitirse por parte de la accionante la presentación de la petición o el formato de los tiempos o cotizaciones cuya corrección se pedía -mismos que al parecer corresponden a los que hizo referencia al impugnar el fallo-, no existía en realidad forma de corroborar si en efecto la respuesta entregada por COLPENSIONES era o no congruente con lo reclamado por la señora ANA ISABEL BEDOYA. Sin embargo, se presenta una situación más de fondo en el asunto, y es la siguiente:

Si se observase el escrito por medio del cual se da cuenta que la accionante radicó petición ante COLPENSIONES en abril 27 de 2017
, allí se informa que entregó como anexos 11 folios, los cuales podrían corresponder a algunos de los documentos que aportó en sede de alzada -nos referimos al reporte de semanas visible a folios 21 y ss.-, pero la realidad es que a ese respecto no existe claridad alguna, toda vez que nada dijo sobre ello al momento de presentar la acción, y de proceder la Sala a conceder el amparo reclamado con fundamento en tales documentos, sería desconocer el derecho a la defensa y contradicción que le asiste a COLPENSIONES, al no habérsele dado la oportunidad de pronunciarse sobre unos elementos probatorios que al parecer desconoce.

Así las cosas, la Sala confirmará parcialmente la providencia adoptada por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, en lo atinente a NEGAR el amparo reclamado, por las razones anotadas.

6.- DECISIÓN 


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala N° 2 de Asuntos Penales de Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida en agosto 29 de 2017 dentro del presente trámite constitucional, por parte del Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, de conformidad con las razones esbozadas en el cuerpo motivo de esta providencia. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS        JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

El Secretario de la Sala,

JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA        

� Ver folio 4 del expediente.


� Sentencia T-149/13.


� Ver folio 4 del expediente.
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